
BREVE ANALISIS TECNICO JURIDICO DE LOS EFECTOS DEL LAUDO ABRITRAL DE 10 DE JULIO 
EN EL ARBITRAJE PLANTEADO POR CODELCO AL ESTADO ECUATORIANO CASO CCI No. 26178 

EN LA CONCESION MINERA LLURIMAGUA AL NO CONTAR CON LA INFORMACION TÉCNICA 
QUE CODELCO DEBIA ENTREGAR A ENAMI EP 

 
 
El Laudo está dictado y el Estado ecuatoriano, a través de ENAMI EP, actualmente mantiene el 
100% de los derechos sobre la concesión minera LLURIMAGUA; pero ¿cómo afecta al laudo en 
la concesión minera LLURIMAGUA en su administración y cumplimiento de las obligaciones de 
la Ley de Minería, al no contar con información técnica que CODELCO debía entregar a ENAMI 
EP? 
 
Los acuerdos con CODELCO definitivamente no han cumplido su objetivo asociativo y ha 
quedado demostrado 16 años después; ahora entonces, es importante centrarse en mantener 
vigente la concesión minera LLURIMAGUA hasta que el ENAMI EP pueda determinar, con el 
liderazgo del Presidente de la República en el Directorio, como se desarrollará el proyecto 
minero, sin embargo, existen varias interrogantes a partir de la nota de prensa de Vía Minera 
del pasado lunes 21 de julio del 2025 sobre el laudo arbitral donde señala que: 
 

“(…) ENAMI EP también presentó una demanda reconvencional, en la cual solicitó al tribunal que 
Declare que la demandante ha incumplido el Convenio de 2011 y Adenda 2019 al no haber 
entregado a ENAMI trimestralmente, la información técnica del Proyecto Llurimagua; Declare que 
ENAMI tiene derecho a recibir toda la información técnica del Proyecto LLurimagua; y Ordene la 
entrega, libre de todo gravamen o limitación, de la información técnica del Proyecto a ENAMI 
dentro de los 30 días siguientes a la notificación del Laudo y declare esta entrega  como condición 
previa al cumplimiento de cualquier otro apartado de Laudo favorable  Codelco (quod non).(…)”  

 
“(…)Nuestra síntesis del laudo arbitral sería esta: (…) 4. El laudo no obliga a Codelco a entregar 
toda la información técnica generada, salvo que se constituya una empresa conjunta.(…)” 
 

 
Al respecto, el comunicado de prensa de la Procuraduría General del Estado, no dice nada. 
 
Ante lo dispuesto por el laudo arbitral sobre la no obligación de Codelco entregar al Estado 
ecuatoriano y ENAMI EP toda la información técnica generada, vale la pena analizar el efecto, 
en aplicación de la Ley de Minería y sus reglamentos, que ENAMI EP, debe observar y cumplir 
en su calidad de titular minero conforme lo determina el Art. 121 de la Ley de Minería.  
 
Así entonces, se conoce que la concesión minera LLURIMAGUA se encuentra en la fase de 
exploración avanzada concluida y ha solicitado su paso a la evaluación económica del yacimiento 
(todavía por resolverse por parte del Ministerio de Energía y Minas). Según lo determina el Art. 
27 literal b) de la Ley de Minería la exploración: Exploración: consiste en la determinación del tamaño 

y forma del yacimiento, así como del contenido y calidad del mineral en él existente. La exploración podrá 

 
1 Art. 12.- Empresa Nacional Minera.- Es una sociedad de derecho público con personalidad jurídica, patrimonio propio, dotada de 
autonomía presupuestaria, financiera, económica y administrativa, destinada a la gestión de la actividad minera para el 
aprovechamiento sustentable de los recursos materia de la presente ley, en observancia a las disposiciones de la misma y sus 
reglamentos. La Empresa Pública Minera, sujeta a la regulación y el control específico establecidos en la Ley de Empresas Públicas, 
deberá actuar con altos parámetros de calidad y criterios empresariales, económicos, sociales y ambientales. Para el cumplimiento 
de su fin, la Empresa Nacional Minera podrá asociarse, constituir compañías de economía mixta, celebrar asociaciones, uniones 
transitorias, alianzas estratégicas y en general todo acto o contrato permitido por las leyes nacionales con la finalidad de cumplir 
con su objeto social y alcanzar los objetivos nacionales, con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, públicas o 
privadas.  

 



ser inicial o avanzada e incluye también la evaluación económica del yacimiento, su factibilidad técnica y 

el diseño de su explotación, es decir técnicamente las fases de la actividad minera necesariamente 
se sustentan en la información técnica que genera la exploración y sobre la cual se estructura la 
factibilidad y se justifica la explotación. 

En este contexto, entonces, si CODELCO no está obligada a entrega la información, por 
disposición del Tribunal Arbitral, la fuente de información con la que el estado ecuatoriano a 
través de ENAMI EP cuenta solo serían dos: 

1. Los resultados de la exploración de Agencia de Cooperación Internacional del Japón 
(JICA) y a la Metal Mining Agency of Japan (MMAJ) de los años 90 (1991 y 1997) que 
estimaron aproximadamente 318 millones de toneladas de mineral con un contenido 
promedio de 0,71 % de cobre y 0,026 % de molibdeno. PERO dichas estimaciones no 
cuentan con las certificaciones internacionales de reservas de CRISCO u otras similares 
pues a esa fecha todavía no existían.  

2. Los informes de exploración entregados por ENAMI EP a la autoridad minera en 
cumplimiento del Art. 382 de la Ley de Minería, PERO habría que verificar si dicha 
información que seguro fue entregada por EMSAEC (filial de CODELCO a cargo de la 
exploración en el proyecto LLURIMAGUA en Ecuador) ha sido o no validada por ENAMI 
PE y si además cuenta o no con los sustentos técnicos. 

Dicho lo anterior, ENAMI EP, al parecer no cuenta con la suficiente información técnica de 
sustento para levantar la factibilidad y menos el diseño de explotación para la evaluación 
económica del yacimiento y pasar a la fase de explotación, peor aún, no podría iniciar un proceso 
de certificación de las reservas sobre la base de la exploración de JICA (90´s), para poder tener 
una actual evaluación del yacimiento acorde con los requerimientos que las grandes compañías 
interesadas en el desarrollo del proyecto minero requerirán y sobre las cuales el estado 
ecuatoriano podrá tener una posición de negociación en firme de su participación asociativa, sin 
caer en la mala experiencia que tuvo con CODELCO.  

Sin perjuicio de lo anterior, el tiempo o plazo que se requerirá para armar un repositorio de 
información técnica y sus certificaciones, será lo determinante para la vigencia de la concesión 
minera LLURIMAGUA, puesto que la Ley de Minería establece que:  

Art. 37.  (…) Una vez cumplido el período de exploración inicial o el período de exploración 
avanzada, según sea el caso, el concesionario minero tendrá un período de hasta dos años para 
realizar la evaluación económica del yacimiento y solicitar, antes de su vencimiento, el inicio a la 
etapa de explotación y la correspondiente suscripción del Contrato de Explotación Minera, en los 
términos indicados en esta ley. El concesionario minero tendrá derecho a solicitar al Ministerio 
Sectorial la extensión del período de evaluación económica del yacimiento por un plazo de hasta 
dos años contados desde la fecha del acto administrativo que acoge dicha solicitud, debiendo el 

 

2 Art. 38.- Presentación de informes de exploración.- Hasta el 31 de marzo de cada año y durante toda la vigencia de la etapa de 

exploración de la concesión minera, el concesionario deberá presentar al Ministerio Sectorial un informe anual de actividades e 
inversiones en exploración realizadas en el área de la concesión minera durante el año anterior y un plan de inversiones para el año 
en curso. Estos informes deberán presentarse debidamente auditado por un profesional certificado por la Agencia de Control y 
Regulación en los términos del Reglamento de Calificación de Recursos y Reservas Mineras. En el caso que el concesionario no 
cumpla con el plan de inversiones antes señalado, podrá evitar la caducidad de su concesión minera mediante al pago de una 
compensación económica equivalente al monto de las inversiones no realizadas, siempre y cuando haya realizado inversiones 
equivalentes al ochenta por ciento de dichas inversiones mínimas. El pago de esta compensación deberá acreditarse en el informe 
anual de las actividades e inversiones en exploración a que se refiere este artículo. Estos valores se verán reflejados en el balance 
general y en las declaraciones al Servicio de Rentas Internas.  

 



concesionario pagar la patente anual de conservación para el período de evaluación económica 
del yacimiento, aumentada en un 50 por ciento.  

En caso que el concesionario minero no solicite dar inicio a la etapa de explotación en los términos 
antes indicados, la concesión minera se declarará extinguida por parte del Ministerio Sectorial.  

En estricta aplicación de esta disposición, los plazos con los que ENAMI EP cuenta para tener la 
suficiente información técnica de respaldo para solicitar pasar a la FASE DE EXPLOTACION, será 
de 4 años máximo (incluida la prórroga) a partir de la resolución que aprueba el cambio a la 
Evaluación Económica de yacimiento, de no cumplir dentro del plazo el cambio a la explotación, 
se declarará la extinción de la concesión minera y por tanto, estaríamos ante un vacío de 
gobernanza operativa, con implicaciones jurídicas directas sobre la viabilidad del proyecto 
Llurimagua. 
 
Ante este posible escenario, para cumplir con estos plazos ENAMI EP necesariamente debe 
contar con los recursos financieros que seguramente y como ya ha pasado, el Estado no podrá 
proporcionarlos, entonces viene la decisión de requerir un financiamiento o iniciar un nuevo 
proceso asociativo, que seguramente tomará tiempo para hacerlo bien. Si no se da lo uno ni lo 
otro el riesgo es inminente de que la concesión minera se declare extinta por parte de Ministerio 
Sectorial conforme lo señalé en el At. 37 de la Ley de Minería, con un agravante, establecido en 
el Art. 118 del Reglamento a la Ley de Minería que señala: 

Art. 118.- Inhabilidad para solicitar concesiones mineras.- Las personas naturales o jurídicas que 
hubieren perdido su calidad de concesionarios mineros debido al incumplimiento de una o más 
obligaciones legales o contractuales derivadas de la concesión minera, no podrán volver a obtener 
una concesión en aquellas áreas cubiertas, total o parcialmente, por la concesión original ni en 
otra área minera, en el plazo de tres años desde que se haya ejecutoriado el correspondiente acto 

administrativo de caducidad de dicha concesión.  

 

Si la extinción de la concesión minera LLURIMAGUA es una posibilidad, entonces, el Estado 
ecuatoriano a través de ENAMI EP, debe tomar una decisión emergente, una plan de acción B 
urgente, para proteger la zona de interés del proyecto LLURIMAGUA justamente sincerando su 
capacidad para cumplir con los plazos para el inicio de la explotación.  
 
Frente a la incertidumbre, se abre la posibilidad de que el Estado renuncie a la concesión minera 
y declare la zona como Area Minera Especial art. 24 de la Ley de Minería, considerando que 
ENAMI EP debe trabajar en el sustento de información técnica. 

Art. 24.- Areas Mineras Especiales.- El Presidente de la República podrá declarar Areas Mineras 
Especiales, en sujeción al artículo 407 de la Constitución de la República, a aquellas en las que 
exista potencial de desarrollo minero y no se encuentren concesionadas, con el objeto de que el 
Ministerio Sectorial, a través de sus entidades adscritas, realice catastros, investigaciones 
geológico-mineras u otro tipo de actividades con interés científico, dentro de sus respectivas 
competencias. En la declaratoria de Area Minera Especial se establecerá expresamente el plazo 
de vigencia de la misma, el que no podrá ser superior a cuatro años; vencido este plazo quedará 
levantada sin necesidad de disposición alguna que así lo declare. En todo caso, la declaratoria 
respetará los derechos legalmente establecidos o los que deriven de éstos. No podrán otorgarse 
concesiones mineras en dichas áreas durante su vigencia.  

Durante los cuatro años siguientes desde el término de la vigencia de un Area Minera Especial, la 
Empresa Nacional Minera tendrá un derecho preferente para solicitar concesiones mineras en 
dicha área. Asimismo, si durante el mismo plazo de cuatro años referido anteriormente, un 
tercero solicita una concesión minera que abarque total o parcialmente terrenos que hayan sido 



comprendidos por esa Area Minera Especial, la Empresa Nacional Minera tendrá un derecho de 
primera opción para el otorgamiento de una concesión minera en dicha área. La Agencia de 
Regulación y Control Minero dará curso al procedimiento para el ejercicio del derecho de primera 
opción en los términos, condiciones y plazos establecidos en el Reglamento General de la presente 
ley.  

Las áreas mineras y proyectos mineros en los cuales el Estado ecuatoriano haya realizado 
investigación geológica, realizó exploración o haya establecido estudios de prefactibilidad o 
factibilidad, serán restituidos al mismo.  

Luego del plazo del Area Minera Especial, entonces ENAMI EP o quien haga sus veces podrá 
solicitar nuevamente la concesión minera.  
 
Ahora bien, también existe la posibilidad de que ENAMI EP si pierde la concesión minera al 
declarase la extinción de la misma, ya no la solicite nuevamente y el área quede libre para la 
entrega a un privado en virtud de la excepcionalidad de la delegación a la iniciativa privada que 
permite la Constitución y la Ley de Minería.  
 
Este análisis, nos pone frente a la necesidad de tomar acciones inmediatas para que las futuras 
decisiones sobre la concesión minera LLURIMAGUA y la viabilidad del proyecto sean mejor 
analizadas y que realmente se ajusten a las prácticas internacionales y a la transparencia para 
que representen un verdadero beneficio futuro para nuestro país, sin dejar de mencionar que 
no se debe dejar cabida a las presiones diplomáticas o políticas sobre aspectos técnicos, en 
concordancia con el Art. 21 de la Ley de Mineria:  

Art. 21.- Actividad minera nacional.- (…) Las actividades mineras públicas, comunitarias o de 
autogestión, mixtas y la privada o de personas naturales, gozan de las mismas garantías que les 
corresponde y merecen la protección estatal, en la forma establecida en la Constitución y en esta 
ley.  

 

 
Dra. Elisa Morán Maldonado 
ABOGADA ESPECIALIZADA EN DERECHO MINERO 

 


